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			Esta tercera edición actualizada del Manual de Derecho Económico  es una publicación póstuma del profesor Arturo Yrarrázabal, cuyo manuscrito, finalizado antes de su fallecimiento en 2024, fue revisado y actualizado por el profesor de la Facultad de Derecho y expresidente del Tribunal Constitucional, Tomás Menchaca, en conformidad con los cambios legales. En reconocimiento a su aporte académico y a la importancia de esta obra para el estudio del derecho económico, la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile y Ediciones UC han decidido continuar con su publicación, para poner a disposición de la comunidad jurídica este valioso trabajo y rendir homenaje a su trayectoria como abogado y profesor.

		

		






			INTRODUCCIÓN

			El texto que presentamos es un manual dirigido principalmente a los alumnos de Derecho y a los abogados y otros profesionales que ejercen en el área de derecho económico. El texto se ajusta al nuevo programa de estudios de la Universidad Católica, que separa el análisis económico del derecho económico.

			El libro comienza con una síntesis de la evolución del derecho económico en Chile, que ha sido un proceso sorprendente, pues pasó de un estudio de la profusa y muchas veces contradictoria normativa de legislación de comercio interno y externo a lo que es en la actualidad, que será precisamente el objeto de nuestro estudio. En materia de orden público económico se entregan las nociones básicas para anotar cómo permea y es la razón de ser de la mayor parte de las instituciones jurídico-económicas. Lo mismo ocurre con la Constitución económica, donde incorporamos la valiosa jurisprudencia en especial del Tribunal Constitucional.

			El análisis del Banco Central se hace apegado a la Ley Orgánica, a nuestro juicio la legislación mejor lograda del derecho económico nacional, junto con la Ley de la Competencia. En materia de Administración Financiera del Estado y presupuesto del sector público se explican los aspectos fundamentales desde el punto de vista legal de las Finanzas Públicas, excluyendo por cierto el gran tema tributario.

			En el régimen de precios se da una explicación somera de la mala experiencia chilena en materia de fijaciones de precios y cómo se plantea en la actualidad para los monopolios naturales. En cuanto al régimen de la competencia se explican los aspectos más relevantes de la ley que nos acompaña desde 1973 y sus importantes modificaciones de los años 2003, 2009 y 2016. Hemos tratado de analizar la muy interesante jurisprudencia del Tribunal de la Competencia desde el año 2004. En cuanto de la competencia desleal se hace un análisis básico de la ley. La protección del consumidor también se examina en sus aspectos más relevantes. No se emprende un análisis de la jurisprudencia pues excedería los alcances de este texto.

			En el mercado bancario hemos separado el estudio de la Ley General de Bancos de la regulación bancaria y financiera. De la ley de bancos se analizan los aspectos económicos y no los comerciales. En lo que toca al mercado de valores el texto solamente contiene los aspectos de orden público económico de la Ley de Valores y no su lato desarrollo que corresponde a derecho comercial. En la regulación de valores y seguros se realiza un análisis de la ley de 2017 de la Comisión para el Mercado Financiero.

			En lo concerniente al mercado cambiario, se analizan sus aspectos fundamentales, especialmente su espectacular liberalización en las últimas décadas. En cuanto al comercio exterior se dan unas breves explicaciones sobre importaciones y exportaciones, reconociendo que su extraordinario desarrollo se debe a la labor de la OMC, al Convenio de Viena sobre Compraventa Internacional y a las normas de la Cámara de Comercio Internacional en cuanto a los Incoterms y acreditivos. Terminamos con la inversión extranjera dejando constancia de que la última modificación del estatuto generó un cambio radical respecto a la legislación que se venía desarrollando en Chile desde la década del 40 en el siglo XX.

			Sorprenderá que las notas queden al final de cada capítulo. La razón es sencilla, pues preferimos hacer más amigable la lectura, sin omitir para nada las fuentes legales, jurisprudenciales y de doctrina. Las fuentes bibliográficas también están al final de cada capítulo, donde enumero las más relevantes sin pretender que el listado sea exhaustivo.

			Son muchos los abogados, economistas e ingenieros que me han ayudado a resolver los problemas que plantea el derecho económico en sus diversas áreas. Vayan para cada uno mis agradecimientos. Sin embargo, la responsabilidad de mis afirmaciones es de carácter estrictamente personal. También me han alimentado intelectualmente las numerosas preguntas de mis queridos alumnos de Derecho. He tratado de resolver la mayoría de sus interesantes interrogantes y al hacerlo casi siempre he descubierto nuevas aristas.



				EL AUTOR , 2018










			INTRODUCCION A LA SEGUNDA EDICIÓN




			No había pasado un año de la primera edición cuando Ediciones UC nos planteó la necesidad de contar con una nueva edición, pues la anterior se encontraría prácticamente agotada. Nos pusimos en la tarea de revisar, muy especialmente, tres capítulos que tuvieron durante el año 2018 e inicios del 2019 cambios de gran consideración. La legislación de la Protección del Consumidor (capítulo IX) había sido modificada en forma relevante por las modificaciones de la ley 21.062 de 2018 y después de un importante reparo de inconstitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional. En la parte procedimental de la ley, no introdujimos modificaciones pues creemos que no corresponde su análisis a un Manual de Derecho Económico. En lo que concierne al mercado bancario (capítulo X) y mercado de valores (capítulo XII) se hicieron cambios necesarios por la plena entrada en vigor de la Comisión para el Mercado Financiero de la Ley 21.000 de 2017. Lo anterior ha significado la desaparición de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la definitiva eliminación en el presente año de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Por la razón anterior es que hemos eliminado del Manual los capítulos de regulación bancaria y financiera (capítulo XI) y el de regulación de valores y seguros (capítulo XIII) por un nuevo capítulo XII denominado la Regulación para el Mercado Financiero. En los demás capítulos no hay mayores novedades. Asimismo, traté de eliminar pequeños errores que a pesar de las múltiples revisiones siempre se deslizan.

			Desearíamos reiterar lo dicho en la Introducción de la 1ª edición en el sentido que este libro no tiene otra intención de ser un aporte para los alumnos de Derecho, abogados y otros profesionales que ejercen en áreas que limitan con el derecho económico. Debemos insistir que estamos frente a lo que técnicamente son manuales universitarios, lo cual es un mínimo que debe conocer cualquier estudiante de Derecho y abogado en su ejercicio profesional. El resto corresponde a las explicaciones de clases que debemos hacer los profesores de Derecho Económico. Para los que necesiten ir más allá del Manual acompañamos cada capítulo con una bibliografía de derecho chileno, lo más completa y actualizada posible.



				EL AUTOR , 2019










			INTRODUCCION A LA TERCERA EDICIÓN




			Han pasado cuatro años de la segunda edición y se hace necesario presentar una tercera edición actualizada del Manual de Derecho Económico. En este período de tiempo han sucedido grandes acontecimientos económicos tanto en Chile como a nivel mundial. A nivel mundial sufrimos una pandemia brutal como fue la ocasionada por el COVID que afectó no solamente a millones de personas, sino a todo el aparato productivo, la infame guerra de Ucrania que ha alterado la globalización económica y la existencia de una altísima inestabilidad en los mercados financieros y bursátiles. Por el lado positivo los países continuaron celebrando tratados de libre comercio y de protección de inversiones, tanto a nivel bilateral como multilateral, como es el caso del PPT 11. En nuestro país la autoridad tuvo que hacer uso de variados mecanismos de ayuda para los afectados por el COVID y en general para toda la población. Fuera del resquicio de los famosos “retiros de ahorro”, la institucionalidad económica felizmente no fue afectada. Mención aparte fue el estallido de violencia y el intento de una nueva Constitución de carácter refundacional,

			Donde existe una deuda en el derecho económico es con respecto al derecho económico internacional. Es difícil entender bien el comercio exterior de fines del siglo XX y comienzos del siglo XXI sin una comprensión del inmenso aporte de la Convención de la Compraventa Internacional, de los International Commercial Terms y las normas sobre Acreditivos de la Cámara de Comercio Internacional, los tratados de libre comercio y la acción de la Organización Mundial del Comercio para eliminar los últimos vestigios de trabas al comercio internacional. Lo mismo ocurre en inversión extranjera con los tratados de protección de inversiones y la acción del CIADI o ICSID como sistema de general aceptación para la solución de conflictos en materia de inversión. Felizmente estos temas han sido bien abordados por profesores de la Universidad de Valencia y de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso.

			No puedo terminar sin agradecer nuevamente a Luisa Arenas por toda su ayuda, a tantos abogados y profesores por sus sugerencias, a la gran familia de Derecho UC y a mi familia por su constante e invaluable apoyo.



				EL AUTOR , 2023
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			EVOLUCIÓN DEL DERECHO ECONÓMICO

			1. Evolución histórica

			El derecho económico nace como una rama del derecho durante el siglo XX. Antes habían existido numerosas leyes de carácter económico, pero nunca como un todo orgánico. Por cierto, las constituciones políticas se referían a algunos temas económicos, aunque en términos de escasa relevancia. El siglo XX ve nacer lo que son propiamente los sistemas económicos como modos de organización económica que se dan en los países en relación con la toma de decisiones económicas. Dos hechos histórico-económicos van a servir de base a los dos sistemas económicos que prevalecieron durante el siglo XX y lo hacen durante el siglo XXI. Por un lado, la Gran Depresión de 1929 a 1935 tuvo un inmenso impacto en la mayoría de las economías occidentales. La autoridad se vio obligada a plantear un Estado más activo para enfrentar la crítica situación económica que se vivía en la mayoría de los países. Las medidas del “New Deal” en los Estados Unidos fueron una clara manifestación de una intervención relevante del Estado en materia económica. Junto con esas medidas se empiezan a plantear cuerpos legales que no solamente facultan al Estado para adoptar las medidas, sino que además regulan ciertas actividades económicas y fomentan ciertos sectores que se encontraban en lamentable situación. 

			Chile no podía estar al margen de todo esto. En 1924-1925 viene al país la Misión Kemmerer que plantea a la autoridad la necesidad de la creación del Banco Central, de una ley general de bancos, de superintendencias tanto para los bancos como las sociedades anónimas y la creación de la Contraloría General de la República. En 1932 se agregan a este conjunto de leyes económicas las fijaciones de precios, los controles de cambios internacionales y el famoso Decreto Ley 520 que autoriza la expropiación de empresas como sanción por cometer alguno de los ilícitos económicos. 

			Por otro lado, en Rusia se produce la revolución bolchevique en 1917 y el Estado pasa a controlar prácticamente toda la economía. Después del frustrado plan de Lenin de liberalizar a lo menos la agricultura, se impone un sistema económico centralmente planificado. El sistema hizo de la planificación su principal instrumento al cubrir todas las actividades económicas, el régimen de control de precios, el régimen de control de los mercados y los medios de producción en manos del Estado. El sistema centralmente planificado empezó a aplicarse en el mundo hasta que en ciertos momentos del siglo XX más de la mitad de los países en el mundo tenían un sistema centralmente planificado. Fue solamente con la caída del Muro de Berlí n que la situación dio señales de cambio. El Estado comenzó a vender empresas en los procesos de privatización más grandes conocidos en la historia mundial, los precios se liberalizaron. Lo mismo ocurrió con los mercados y la planificación económica cambió radicalmente. 

			2. Rol del Estado en la economía 

			El rol del Estado en la economía tiene una evolución impresionante durante el siglo XX y la seguirá teniendo durante el siglo XXI. De un Estado con una mínima intervención en materia económica hemos pasado prácticamente en todos los países a grados de intervención bastante altos en la macroeconomía y menores en la microeconomía, salvo en las economías centralmente planificadas. 

			3. Concepto de derecho económico 

			Coexisten diversos conceptos de derecho económico. Para algunos el derecho económico es el derecho de la intervención del Estado en la economía. Hugo Araneda define el derecho económico como “aquella rama del derecho que regula la intervención del Estado en el proceso económico, en nombre del llamado orden público económico, que es el interés social protegido por el Estado por sobre los intereses particulares, con el fin de realizar el bien común y la justicia social”.1   Una segunda postura sostiene que el Derecho Económico es el derecho regulador de la actividad económica privada. Algunos han creído que el derecho económico es una rama especializada del derecho administrativo, pasando a ser el derecho administrativo económico. Otros piensan que no existe el derecho económico, sino que solamente legislación económica, que son leyes coyunturales para enfrentar distintos problemas de la macroeconomía y a veces de la microeconomía. Por último, están los que ven una íntima relación entre el derecho económico y el orden público  económico. 

			En la última concepción algunos autores como José Luis Zavala y Joaquín Morales definen al derecho económico “como el conjunto de normas y principios jurídicos que regulan la actividad económica de los agentes privados y del Estado, y permiten a éste alcanzar objetivos que se ha propuesto en el diseño de sus políticas económicas, dentro del contexto de las reglas que configuran el orden público económico”.2   

			Otra cuestión muy debatida ha sido saber si el derecho económico es de derecho público o de derecho privado. La respuesta depende de la concepción que se tenga del derecho económico. 

			En cuanto a las características del derecho económico hay que destacar algunas. En primer término, es un derecho dinámico. Todas las leyes económicas sufren cambios permanentemente de acuerdo con las nuevas realidades económicas que se van dando en el tiempo. Esta es la razón fundamental por la que en la mayoría de los países del sistema jurídico continental europeo no fue codificado. En segundo lugar, es un derecho instrumental pues a través del derecho económico la autoridad económica toma sus decisiones de política económica. En tercer lugar, es un derecho configurado por una variedad jerárquica normativa. La mayoría de los países tienen consagrado a nivel constitucional los principios económicos fundamentales en términos de un orden público  económico a nivel constitucional. En seguida existe una enorme variedad de leyes económicas. La potestad reglamentaria del ejecutivo incorpora otro conjunto de normas económicas. A todo lo anterior se adicionan las facultades normativas de las superintendencias y del Banco Central a través de circulares y de los acuerdos del consejo. Por consiguiente, la variedad normativa del derecho económico es enorme pero además está ordenada jerárquicamente, lo que genera un sinnúmero de conflictos de normas, no fáciles de resolver. 

			4. Relaciones entre la economía y el derecho 

			Las relaciones entre la economía y el derecho son cada vez mayores. En cada una de las materias que analizaremos se produce esta relación, pues es el derecho económico el que se preocupa específicamente de este análisis. Hay otras normas del derecho que nos ayudan a estudiar ciertos aspectos específicos como son el derecho tributario, el derecho comercial, el derecho del trabajo, el derecho medioambiental y el derecho de los recursos naturales. A nivel institucional, el derecho constitucional y el derecho administrativo dan el marco fundamental dentro del cual se mueve el derecho económico. 

			Por otro lado, el análisis económico del derecho es la visión económica del derecho, especialmente de ciertas instituciones jurídicas, como son los daños, el sistema judicial y el derecho de propiedad. 

			5. Evolución de la legislación económica chilena 

			Antes del Decreto Ley 520 de 1932, que indudablemente constituye un hito, existe un interesante desarrollo de la legislación económica chilena relacionada con las proposiciones hechas por la Misión Kemmerer 1924-1925. Por un lado, la Misión sugirió la creación del Banco Central, punto de partida de la primera ley orgánica del instituto emisor. También plantea la necesidad de contar con una ley aplicable a los bancos comerciales, que en aquel entonces tenían distintos regímenes legales, materializando este régimen único, a través de la Ley General de Bancos. En materia regulatoria, la Misión propone la creación de dos superintendencias, la de Bancos para los bancos comerciales y la Superintendencia de Sociedades Anónimas para todas las sociedades anónimas, incluyendo las agencias extranjeras. Asimismo, a la misma época corresponde la legislación monetaria referida principalmente a la pérdida del patrón oro. 

			El Decreto Ley 520 de 1932 constituye el inicio de una legislación económica interventora de la actividad económica, etapa que dura hasta la liberalización de la economía en la segunda mitad de la década del 70. Este cuerpo legal se fundamenta en la Gran Recesión, pero no se deroga sino en 1980. En otras palabras, una ley dictada claramente para enfrentar una cierta coyuntura, permanece vigente durante 48 años (1932-1980). El Decreto Ley 520, especialmente en su aspecto sancionatorio, no tuvo mayor aplicación hasta el gobierno del presidente Allende, quien descubrió que podía ser la gran herramienta legal para transformar la economía de mercado en una de carácter socialista. Con base en la ley, en el período 1932-1971 se hicieron fijaciones de precios, pero en forma muy selectiva en comparación con las fijaciones de los años 1972 y 1973. El Decreto Ley 520 otorgaba al Comisariato de Subsistencias y Precios las facultades más amplias respecto de los establecimientos industriales, comerciales, agrícolas y “todas las atribuciones que sean indispensables para el estricto cumplimiento de esta ley”.3   La autoridad podía obligar a los productores a fabricar en determinadas condiciones e impedir la paralización de los establecimientos bajo pena de expropiación, permitía declarar el estanco de artículos de primera necesidad, obligaba a los productores de artículos de primera necesidad a dar cuenta de sus existencias, fijar cuotas de producción y declarar la clausura y la requisición de bienes. Todo lo anterior era para “asegurar a los habitantes de la República las más convenientes condiciones económicas de vida”.4   Curiosamente, el Reglamento del Decreto Ley 520 fue aprobado trece años después de la ley, a través del D.S. 338 del Ministerio de Economía y Comercio de 1945.

			Una modificación relevante en el aspecto institucional fue la Ley 7.747 de 1943. El Comisariato pasó a estar bajo la inmediata dependencia del presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Economía y Comercio.5    La ley creó el Consejo de Subsistencia y Precios, como organismo asesor y consultivo del Ministerio de Economía y Comercio.6    El consejo, a pesar de tener amplias atribuciones, fue poco operativo y escasamente ejecutivo, por los 14 miembros que lo componían. La ley también facultó al presidente de la República para fijar precios a los productos agrícolas, previo informe del Instituto de Comercio Agrario.7   Posteriormente, la Ley 8.918 de 1947 aclaró que el Comisariato era una repartición fiscal dependiente del Ministerio de Economía y Comercio. Por otro lado, la Ley 9.839 de 1950 que reformó el régimen de control del comercio exterior derogó las disposiciones del Decreto Ley 520 que daban al Comisariato cierta intervención en materia de importaciones y exportaciones.

			Al comienzo del gobierno de Carlos Ibáñez, el Congreso Nacional, a través de la Ley 11.151 de 1953, otorgó facultades extraordinarias al presidente de la República para reorganizar la Administración Pública. En virtud de esas facultades, se dictó el Decreto con Fuerza de Ley 88 de 1953, que aprobó el nuevo estatuto orgánico del Ministerio de Economía. Asimismo, se reemplazó el Comisariato por la Superintendencia de Abastecimientos y Precios. El Decreto con Fuerza de Ley 173 de 1953 es el orgánico de la Superintendencia de Abastecimientos y Precios, donde se amplían sus funciones no solamente a los artículos de primera necesidad y de uso o consumo habitual, sino también a los bienes declarados esenciales. La ley suprimió los consejos técnicos y consultivos, que en la práctica no habían funcionado. Además, estableció que las empresas que se expropiaran por vulnerar la normativa podían  ser explotadas directamente por la superintendencia o vendidas en pública subasta. El Decreto Supremo 1.262 de Economía de 1953 fijó el texto refundido y coordinado del Decreto Ley 520 y sus modificaciones. 

			Al iniciar su mandato el Presidente Jorge Alessandri, el Congreso otorgó facultades extraordinarias al Ejecutivo a través de la Ley 13.305 de 1959. El Decreto con Fuerza de Ley 242 no hizo mayores innovaciones, salvo el reemplazo de la superintendencia por la Dirección de Industria y Comercio (DIRINCO).

			6. Evolución de los controles de precios

			El sistema de controles de precios comienza como tal con el Decreto Ley 520 de 1932 al establecer que quedarán sujetos al control directo la producción, manufactura, distribución y transporte de los artículos que el presidente de la República declare de primera necesidad o de uso o consumo habitual. La declaración se realiza a través de un Decreto Supremo de Economía y le corresponde hacerla exclusivamente al Poder Ejecutivo. 

			En materia de fijaciones de precios el sistema se origina unos meses antes del Decreto Ley 520, con la Ley 5.125 de 1932. La ley crea una Comisión Central de Precios, encargada de asegurar las condiciones de vida que resulten más convenientes para los habitantes en la adquisición de artículos de primera necesidad o de uso o consumo habitual, habida consideración de los costos de producción, gastos y utilidades legítimas y otorga a los Consejos Departamentales la facultad de fijar precios máximos. Desde 1938 hasta 1953 las fijaciones de precios eran resueltas por el Comisariato, una vez que los artículos habían sido declarados de primera necesidad o de uso o consumo habitual por Decreto Supremo. Para la fijación de precios debía existir un estudio de costos y respetarse márgenes de utilidad, en el caso de que se hubieran dictado por el Ministerio normas generales. Luego, a través de otro Decreto Supremo de Economía se fijaba el precio propiamente tal. A partir del año 1953 y hasta 1980 es el Ministerio de Economía el que tiene estas atribuciones a través de la Dirección de Industria y Comercio. En 1966 se declararon por ley como bienes de primera necesidad a todos los contenidos en el Í ndice de Precios al Consumidor. 

			Una de las primeras medidas del gobierno militar fue facultar en 1973 al Ministerio de Economía para dejar sin efecto todos los precios fijados por los organismos del Estado a los artículos y/o servicios declarados de primera necesidad o de uso o consumo habitual, nacionales y/o importados, y/o crear nuevos regímenes o mecanismos de fijación de precios.8   Un decreto supremo de Economía instituyó un nuevo sistema donde se reconocen tres categorías de precios: oficiales, informados y libres.9   Los precios libres pasan a ser la regla general y los precios oficiales e informados excepciones que requieren de una declaración expresa de la autoridad. Los considerandos del cambio de la política de precios están señalados en el Decreto Supremo de Economía 522, a saber: (i) la política de precios había distorsionado la economía; (ii) la política de precios había sido la gran causante de la inflación; (iii) conjuntamente con la política de precios, la política cambiaria había desnivelado los precios internos con los externos; (iv) los precios deben acercarse a los verdaderos costos de producción; (v) la nueva política de precios implicará sacrificios iniciales, pero a la larga elevará la producción y el consumo; (vi) los productores y/o importadores y los distribuidores deben cobrar precios a niveles reales con una utilidad razonable; y (vii) la nueva política de precios se complementará con una política coherente de remuneraciones y subsidios temporales a algunos productos de consumo popular. El Decreto 522 mantuvo 33 precios fijados y colocó otros 18 en la categoría de informados. DIRINCO mantuvo amplias facultades en materia de precios y las infracciones fueron sancionadas de conformidad con la legislación vigente. El Decreto Ley 3.477 de 1980 derogó el Decreto Ley 520 de 1932.10   

			7. Régimen industrial 

			El Decreto con Fuerza de Ley 173 de 1953 estableció que correspondería  al Departamento de Industrias del Ministerio de Economía autorizar la instalación de nuevas industrias, traslado de las existentes o ampliación de las mismas, siempre que cumplan las condiciones técnicas que se establecerán en un reglamento especial, fijando en los casos de instalación y traslado las comunas de su ubicación.11   Las facultades anteriores estuvieron radicadas en el director de Industrias, hasta que en 1960 se hizo necesario un decreto supremo del Ministerio de Economía para cada autorización. El Decreto Supremo de Economía 194 de 1954 incluye a toda la industria manufacturera, excluyendo a las industrias mineras, agrícolas, pesqueras, servicios públicos y otros.12   El reglamento de 1954 estableció cuatro materias básicas para las autorizaciones: (i) que fabrique artículos sobre los que no exista exceso de capacidad de producción; (ii) que utilice materias primas de las cuales no exista una manifiesta escasez o racionamiento; y (iii) que el proyecto esté suficientemente financiado. El reglamento establecía un sistema de sanciones consistente en multas, amonestaciones y clausura. La normativa fue derogada en 1980.13  

			8. Sanciones económicas

			El Decreto Ley 520 de 1932 consagró en un título completo (VII) la penalidad por los ilícitos contemplados en dicha ley. Con presidio se sancionaba al que destruyera o eliminara artículos de primera necesidad y al que impidiera, resistiera o dificultara el cumplimiento de órdenes de la autoridad en cuanto a la preferencia del transporte de dichos bienes.14   Con expropiación o multa se sancionaba al que sin motivo justificado no diere cumplimiento a la resolución que le imponga la obligación de producir en la forma señalada por la autoridad.15   Con comiso y multa al que acapare u oculte artículos de primera necesidad y al que sacare del territorio artículos cuya importación estuviere prohibida.16   Por último, se sancionaba con multa al rebelde en el cumplimiento de la orden de vender dada por la autoridad, al que requerido por la autoridad se negare a prestar declaración jurada o proporcionar los antecedentes y a los que vendieren artículos de primera necesidad a precios superiores a los fijados por la autoridad.17   

			La ley declaró de utilidad pública los predios agrícolas, las empresas industriales y de comercio y los establecimientos dedicados a la producción y distribución de artículos de primera necesidad y autorizaba al presidente de la República para expropiarlos en el caso de que se mantuvieren en receso y si fueren rebeldes al cumplimiento de la obligación impuesta por la autoridad de producir artículos de primera necesidad en las calidades, cantidades y condiciones que determine la autoridad.18   La ley también autorizaba al presidente a declarar el estanco de artículos de primera necesidad, en cuyo caso la administración se entregaría  al Comisariato.19   En los casos de expropiación, decretada esta la autoridad podrá tomar, desde luego, posesión de los bienes expropiados.20  

			En 1966 se dicta el Decreto Supremo de Economía 1379 con el texto revisado y refundido de la legislación económica por autorización de la Ley 16.464. El título III de las sanciones agrega al listado del Decreto Ley 520, pena de presidio al productor o comerciante que niegue la venta al contado o la prestación de un servicio de primera necesidad, que condicionare su venta o prestación en forma habitual, salvo que pruebe que lo hizo justificadamente y que venda artículos de primera necesidad con engaño en la calidad, peso o medida.21   

			En 1974 se dicta el Decreto Ley 280 que consagra en un solo cuerpo legal los delitos económicos.22   Los delitos tipificados son principalmente: defraudaciones en las ventas; ventas a precios superiores a los permitidos; negativa o condicionamiento de ventas; acaparamientos u ocultamientos; declaraciones juradas falsas; paralización de actividades y el uso de medios fraudulentos para obtener el abastecimiento o la estabilidad de la moneda y del régimen económico. Los delitos son de acción pública y se conocen por el juez del crimen o ministro de Corte de Apelaciones, según el caso. La ley de delito económico tuvo escasa aplicación por cuanto en la medida que la economía se fue normalizando no se daban los supuestos contemplados en la ley. Esta fue derogada con la primera ley de protección al consumidor de 1982.







			NOTAS 
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			3)   Decreto Ley 520 de 1932, artículo 24º 

			4)   Decreto Ley 520 de 1932, artículo 2º

			5)   Decreto Ley 7.747 de 1943, artículo 18º 

			6)   Decreto Ley 7.747 de 1943, artículo 20º 

			7)   Decreto Ley 7.747 de 1943, artículo 23º 

			8)   Decreto Ley 83 de 1973
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			10)   Decreto Ley 3.477 de 1980, artículo 28º 
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			19)   Decreto Ley 520 de 1932, artículo 9º
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			ORDEN PÚBLICO ECONÓMICO

			1. Introducción 

			El concepto de orden público económico es quizás el tema más polémico del derecho económico. Al ser el orden público económico la base de sustentación del derecho económico, del alcance que se le dé  dependerá su impacto y el cauce que tenga en el mismo. No debiera extrañar que mientras en algunos países se habla del derecho administrativo económico, en otros de derecho económico e incluso a veces se plantea la legislación económica como parte del derecho mercantil o comercial. 

			2. Evolución del concepto en Chile

			El concepto en Chile tiene su origen en el orden público aplicable en el derecho público para que adquiera un importante desarrollo en el  derecho privado, especialmente en el derecho civil y derecho comercial. Nadie discute que el principio fundamental de ambos derechos es la autonomía de la voluntad. Sin embargo, va apareciendo especialmente en el siglo XX un conjunto de instituciones de orden público. Así, Arturo Alessandri sostenía en su Tratado de Derecho Civil que el orden público era “el conjunto de principios morales, religiosos, políticos, sociales y económicos sobre los cuales reposa, en un momento histórico dado, la organización de una sociedad y le permite a ésta desenvolverse correcta y adecuadamente”.1  

			En el derecho económico los primeros conceptos surgen con Enrique Aimone en la Universidad Católica de Valparaíso, Ó scar Aramayo en la Universidad Católica de Chile y Rubén Oyarzún en la Universidad de Chile. Enrique Aimone consideraba que la necesaria intervención del Estado debía justificarse jurídicamente por una base conceptual.2   Así, el concepto del orden público económico funcional fue ganando adeptos. En opinión de Ó scar Aramayo el orden público económico era un complejo de regulaciones legales y reglamentarias mediante las cuales el Estado preserva el bien económico de la nación.3  

			En la Constitución de 1980 el concepto adquiere un notable desarrollo conceptual. A pesar de que la Constitución no lo menciona explícitamente, está claramente implícito en un conjunto de principios y normas de carácter constitucional. En la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución se conceptualizó como “normas fundamentales destinadas a regular la acción del Estado en la economía y a preservar la iniciativa creadora del hombre para el desarrollo del país, de modo que ellas conduzcan al bien común”.4   

			Fue el profesor José Luis Cea quien logró la mejor definición en esta nueva realidad, al decir que es “el conjunto de principios y normas jurídicas que organizan la economía de un país y facultan a la autoridad para regularla en armonía con los valores de la sociedad nacional formulada en la Constitución”.5   Agregaba José Luis Cea que se extrae de la Constitución que se pretende “institucionalizar con rango de la máxima jerarquía jurídica, un sistema que asegure a todas las personas el respeto y promoción de los valores de libre iniciativa y apropiabilidad de bienes, de fisonomía o igualdad de oportunidades, ante la ley y el trato económico, del derecho de propiedad en sus diversas especies, sobre toda clase de bienes y, en general, de la prioridad del sector privado, paralela a la subsidiariedad estatal, en el marco de la libre competencia con un mercado legalmente regulado”.6    El mismo profesor Cea señalaba que el orden público económico no era solo de índole constitucional ni se agotaba en la Constitución, pues pretende a través de principios y normas jurídicas, en sus diversas jerarquías y especies, organizar y regular ciertos aspectos de la economía, incluyendo la dirección, promoción y control de la economía tanto como la penalidad de sus trasgresiones.7   

			3. Orden público económico constitucional

			Existe coincidencia en que el orden público económico tiene su manifestación más tangible en el capítulo III de la Constitución. Sin embargo, no se agota en la Constitución, sino también está presente en el ámbito legal y administrativo. Así, lo ha reconocido por lo demás la jurisprudencia incluso con las normas emitidas en ejercicio de la potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo. También debe analizarse si los principios del orden público económico tienen correspondencia y armonía con los valores de la sociedad y pareciera relativamente claro que la tienen en la realidad. 

			4. Técnicas del orden público económico 

			La doctrina ha entendido que el orden público económico utiliza ciertas técnicas. 

			Una primera técnica es la de regulación de ciertas actividades económicas. La regulación económica aparece por primera vez en nuestro ordenamiento constitucional en el artículo 19 Nº 21 de la Constitución de 1980. La libre iniciativa en materia económica puede ser limitada por la moral, el orden público y la seguridad nacional, además respetando las normas legales que la regulan. Es por tanto tarea del legislador determinar en forma específica cuá les son las actividades reguladas y las no reguladas en función del orden público económico. Así la actividad bancaria y financiera ha estado regulada fundamentalmente desde la década de 1920; la actividad de las sociedades anónimas, bolsas de comercio y seguros desde la misma década; la actividad previsional privada desde la década del 80, al igual que la actividad de las instituciones de salud previsional. Asimismo, en la década del 80 se desreguló la sociedad anónima cerrada y se reguló la emisión de valores. Existen otras actividades económicas reguladas parcialmente, especialmente en lo referente a fijaciones de precios y las concesiones otorgadas por el Estado. Este es el caso de la energía eléctrica, las telecomunicaciones, las empresas sanitarias y el gas. En todos estos casos, el legislador debe decidir si la actividad reguladora se completa con una institucionalidad, que son las superintendencias. Bien hizo el legislador al contemplar para cada una de las actividades reguladas la correspondiente superintendencia: Bancos e Instituciones Financieras; Sociedades Anónimas, Bolsas y Seguros; de Pensiones; de Valores y Seguros (reemplazando a la de Sociedades Anónimas, Bolsas y Seguros) y la de Isapres. La complejidad del cometido de las superintendencias en su función normativa y sancionadora ha dado lugar a la formación de comisiones, siendo la primera la Comisión para el Mercado Financiero, que reemplazó a las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros. Es sabido también que para cumplir cabalmente su cometido las superintendencias deben contar con una facultad normativa que cumple un rol fundamental en el control de las actividades, al reglamentar aspectos de la ley que las regula y prevenir en ciertos casos problemas que pueden impedir el normal desenvolvimiento de las actividades reguladas.

			Una segunda técnica, relacionada con la anterior, es la de control para constatar que las empresas fiscalizadas estén cumpliendo con la normativa de la ley, sus propios estatutos y con la normativa generada por las superintendencias en forma de circulares. Es la infracción de la normativa lo que faculta a estas últimas a sancionar de acuerdo con la ley respectiva.

			Una tercera técnica del orden público económico es la prohibición. En este caso, el legislador prohíbe la celebración de ciertos actos o contratos. En la legislación de la libre competencia nos encontramos con un significativo número de casos en que los actos o contratos, por contener prácticas restrictivas, son modificados o se les pone término por el Tribunal de la Competencia por ser contrarios a las normas de la ley.

			Una cuarta técnica consiste en la determinación del contenido del contrato. En este caso el legislador interviene directamente en la formación de los contratos. Generalmente lo hace para proteger a alguna de las partes por tener una desigualdad fundamental con la otra parte en la contratación. En la ley de protección al consumidor nos encontramos con numerosos ejemplos, partiendo por los contratos de adhesión.

			Una quinta técnica es la contratación obligatoria o fijación del vínculo contractual. Esta técnica es bastante extrema y se ha aplicado en situaciones muy graves. En el caso chileno se aplicó en materia cambiaria durante el estricto período de control cambiario entre 1932 y 1989.
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			LA CONSTITUCIÓN ECONÓMICA 

			1. Evolución 

			La Constitución de 1980 es el primer ordenamiento constitucional en Chile que consagra los principios constitucionales fundamentales del orden público económico. La Constitución, afortunadamente a nuestro juicio, no consagró un sistema económico ni tampoco modelos de política económica. Desarrolló eso sí con bastante precisión cada uno de los principios fundamentales del orden público económico a nivel constitucional. 

			2. Bases de la institucionalidad 

			En el capítulo I de la Constitución sobre Bases de la Institucionalidad cabe destacar en materia económica el reconocimiento y amparo a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y la garantía de una adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos.1  Así, el principio de subsidiariedad económico no se encuentra explícitamente consignado en la Constitución, pero sí claramente lo está en forma implícita. Otra manifestación de la subsidiariedad económica es la norma referente al Estado empresario del artí culo 19 Nº 21 de la Constitución, al establecer que el Estado y sus organismos no podrán desarrollar o participar en actividades empresariales si no están facultados por una ley de quó rum calificado y, en caso de que tengan dicha autorización, deberán someterse al régimen general que regula las actividades de los agentes privados, a menos de que la misma ley de quórum calificado les haga aplicable un régimen especial.2  

			Por otro lado, la Constitución declara que el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común.3   Es deber del Estado asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.4   La Constitución de 1925 no hacía mención de estas relaciones en la sociedad económica. Fue la reforma constitucional de 1971 (Ley 17.398 de 1971) la que trató de dar un reconocimiento a ciertos grupos sociales y de asegurar, aunque en forma ambigua, el derecho a participar en la vida social, cultural, cívica, política y académica. 

			La Corte Suprema ha señalado que el principio de subsidiariedad del Estado debe entenderse como el que exige a aquel intervenir en la economía para ayudar a los miembros de la comunidad en el logro del progreso y el desarrollo, lo que conduce a admitir que le corresponde una función activa en el cumplimiento del principio de subsidiariedad cuando los particulares no han manifestado interés en ello o, también, cuando son incapaces de llevarla a cabo por el volumen de inversiones que se requiere.5   En la misma línea, el Tribunal Constitucional ha señalado que de acuerdo con el principio de subsidiariedad al Estado no le corresponde, entonces, absorber aquellas actividades que son desarrolladas adecuadamente por los particulares, ya sea personalmente o agrupados en cuerpos intermedios. Ello se entiende, según el Tribunal, sin perjuicio de aquellas actividades que por su carácter ha de asumir el Estado. Eso explica el reconocimiento y amparo que este artí culo presta a los grupos intermedios.6   Asimismo, el Tribunal Constitucional ha sido categórico al sostener la autonomía de los cuerpos asociativos  como una de las bases esenciales de la institucionalidad, que se configura entre otros rasgos esenciales por el hecho de que estos se rigen por sí mismos.7   En otra sentencia, el mismo tribunal declaraba que no es ocioso recordar que el reconocimiento y amparo de los grupos intermedios o entes asociativos es uno de los pilares básicos de la organización de la sociedad civil ya en su artículo 1º de la Carta Fundamental, lo que garantiza al mismo tiempo su adecuada autonomía.8   

			3. Libre iniciativa en materia económica 

			El derecho a desarrollar libremente cualquier actividad económica es uno de los atributos fundamentales del orden público económico. Por primera vez en el ordenamiento constitucional chileno se reconoce la libertad para desarrollar cualquier actividad económica con rango constitucional, lo que implica que el ordenamiento jurídico debe sujetarse a este principio y que toda autoridad o persona debe respetarlo.  

			La norma constitucional contiene las tres únicas y excepcionales limitaciones al ejercicio de la libre iniciativa en materia económica: la moral, el orden público y la seguridad nacional. La Constitución y la ley no dan definiciones para ninguno de estos conceptos. Aplicando los principios de interpretación legal, podemos encontrar definiciones apropiadas en el Diccionario de la Real Academia. El diccionario define lo moral como lo relativo a las acciones de las personas desde el punto de vista de su obrar en relación con el bien y el mal y en función de su vida individual y sobre todo colectiva.9   Por orden público el diccionario entiende que es la situación de normal funcionamiento de las instituciones públicas y privadas, en la que las personas ejercen pacíficamente sus derechos y libertades.10   Por seguridad nacional el diccionario entiende la situación de tranquilidad pública y de libre ejercicio de los derechos individuales, cuya protección efectiva se encomienda a las fuerzas de orden público.11   Las tres excepciones a la libre iniciativa económica son taxativas y de interpretación estricta. Asimismo, son salvedades absolutas en el sentido de que se aplican a todos los agentes económicos. Si las limitaciones se aplicaran a algunos y no a otros se incurriría en una discriminación económica arbitraria, sancionada por el artículo 19 Nº 22 de la Constitución.

			El desarrollo de la actividad económica debe hacerse respetando las normas legales que la regulan. Por primera vez se consagra en la Constitución el derecho regulatorio económico. Es relevante señalar que el reconocimiento se hace dentro del ámbito de desarrollar cualquier actividad económica. Algunos creyeron que el concepto de normas legales podría ser interpretado en forma amplia incluyendo además de las normas de la ley, las normas de carácter administrativo, en especial reglamentos, decretos supremos, resoluciones e incluso instrucciones. A nuestro juicio la norma constitucional abarca solamente las disposiciones de la ley en el sentido propio o estricto del término, pues la ley es la única regla idónea para regular la actividad económica. Claramente el derecho regulatorio está circunscrito  constitucionalmente al legislador. En cuanto al alcance de la regulación, debe entenderse la dictación de normas que permiten el libre pero ordenado ejercicio de la actividad económica. A la ley le corresponde regular adecuadamente el desarrollo de una actividad económica, de forma tal que la ley debe contener las normas suficientes para que se lleve a cabo una actividad económica en forma libre y ordenada. Por el contrario, una ley muy estricta o poco desarrollada no cumple adecuadamente su función regulatoria pues está delegando en la Administración su reglamentación, vulnerando por consiguiente la reserva legal.

			El Tribunal Constitucional ha señalado que la fuente y sentido de la garantía de la libre iniciativa en materia económica es una consecuencia del principio de subsidiariedad.12  En otra sentencia el tribunal recalcó que regular de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia es estar ajustado y conforme a reglas, lo que no permite que a través de la regulación se impida el libre ejercicio del derecho. La regulación implica establecer limitaciones y restricciones al ejercicio de un derecho, pero claramente de acuerdo con el texto de la Constitución las regulaciones deben ordenarse por ley y no mediante normas de carácter administrativo. De lo contrario, se estaría entregando a la administración la facultad para regular el ejercicio de los derechos constitucionales, sin estar autorizado por la Constitución.13   En otro fallo el tribunal recalcó que en el caso de modificaciones de la regulación se deben considerar con cuidado los derechos legítimamente adquiridos por las personas al amparo de la norma vigente al momento de su adquisición.14  

			La disposición constitucional de la libre iniciativa en materia económica trata el tema del Estado empresario en su inciso 2º. Habrá que entender como Estado empresario la participación de este en cualquiera de sus manifestaciones, en empresas de cualquier naturaleza. La norma contiene cuatro principios fundamentales del Estado empresario. El primero se refiere a la autorización que debe dar una ley de quórum calificado para que el Estado inicie y desarrolle actividades empresariales, específicamente determinadas por la ley. El segundo establece que a dichas empresas del Estado se les aplica por regla general la legislación común aplicable a los particulares. El tercer principio consiste en que excepcionalmente por motivos calificados se otorgue a las empresas del Estado un régimen especial. El último principio es que la autorización debe ser también otorgada por ley de quórum calificado. 

			La norma del Estado empresario debe ser concordada con la cuarta disposición transitoria. Esta disposición señala que las normas legales que se hallaban en vigor en 1980 sobre materias que de acuerdo con la Constitución requieran de leyes orgánicas constitucionales o aprobadas con quórum calificado seguirán vigentes mientras no se dicten los correspondientes cuerpos legales. 

			La Contraloría tiene un importante pronunciamiento sobre el Estado empresario en 1984. Aclara que las empresas del Estado son parte de la Administración del Estado según el artículo 1º de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado. En el caso específico de Codelco Chile, la Contraloría es categórica al señalar que forma parte del Estado empresario la empresa de la gran minería del cobre, nacionalizada por la reforma constitucional de 1971.15  

			4. Igualdad en el trato económico 

			El artículo 19 Nº 22 consigna por primera vez el principio constitucional de la no discriminación en materia económica. El principio de la igualdad en el trato económico es una consecuencia directa del principio de la igualdad ante la ley, pero referida a las materias económicas. El concepto clave en materia de igualdad en la actividad económica es la discriminación, por cuando si la discriminación no es arbitraria, está permitida por la disposición constitucional. El Diccionario de la Real Academia considera que es arbitrario lo que está sujeto a la libre voluntad o al capricho antes que a la ley o la razón.16  

			En el inciso 1º la norma asegura a todas las personas la no discriminación arbitraria en materia económica por parte del Estado y de sus organismos. El inciso 2º, en cambio, permite la discriminación hecha por el legislador, siempre que no sea arbitraria. Para que se produzca la excepción se requiere de una ley que contemple la excepción y que no contenga una diferenciación arbitraria. La norma acepta tres excepciones: 

			a)   Autorización de beneficios económicos, directos o indirectos, siempre que sean determinados y favorezcan a sectores de la población; 

			b)   Autorización de beneficios económicos, directos o indirectos, en favor de alguna actividad económica;

			c)   Autorización de beneficios económicos en favor de una zona geográfica.

			La discriminación no arbitraria puede consistir en subsidios y en franquicias. En los primeros, el Estado aporta una cantidad de dinero directamente a los beneficiarios. Este es el caso del gasto social. En las franquicias el beneficio consiste en que los favorecidos se eximen de pagar tributos. Los subsidios y las franquicias producen el mismo efecto financiero en el Estado, en el primer caso el Estado gasta y en el segundo se dejan de percibir ingresos. Por esta razón la norma exige que la estimación de las franquicias o beneficios indirectos deban incluirse en la Ley de Presupuesto. En materia de gravámenes, puede haber gravámenes especiales siempre que sean por ley y que recaigan sobre sectores de la población, actividades económicas o zonas geográficas. 

			El Tribunal Constitucional ha dejado bien en claro que esta garantía no es sino una singularización del principio de igualdad,  que consiste en que las normas jurídicas deben ser iguales para todas las personas que se encuentren en las mismas circunstancias y consecuencialmente diversas para aquellos que estén en situaciones diferentes. Queda admitido que la igualdad jurídica no es absoluta, pues lo que el Constituyente rechaza son las discriminaciones arbitrarias que no son otras que las diferencias irracionales producto del capricho y contrarias al bien común.17  

			5. Derecho a la propiedad 

			Por primera vez en nuestro ordenamiento constitucional se reconoce el derecho a la propiedad separado del derecho de propiedad. La libertad se refiere al dominio de toda clase de bienes, sin exclusión alguna. La Constitución establece que el derecho no existe en relación con las cosas comunes, los bienes que deben pertenecer a la nación toda y otras excepciones declaradas en la Constitución. En cuanto a las cosas comunes, son las que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres, como ocurre con el aire y la altamar. A ellos se refiere el artículo 585 del Código Civil al establecer que las cosas comunes a todos los hombres no son susceptibles de dominio y que ninguna nación, corporación o individuo tiene derecho a apropiárselas. En lo que concierne a los bienes que deben pertenecer a la nación toda se requiere que una ley lo declare así. En el lenguaje del artículo 585 del Código Civil son los bienes públicos, de los que el uso y goce pertenece a todas las personas, sin exclusión. Dentro de los bienes públicos están los bienes fiscales, de los que el uso y goce corresponde a los organismos del Estado y a los funcionarios fiscales. La Constitución establece excepciones al derecho a la propiedad en otras normas. Estas excepciones son: (i) acceso para operar y establecer canales de televisión en el artículo 19 Nº 12; (ii) acceso a las minas, incluyendo a covaderas, arenas metalíferas, los salares y los depósitos de hidrocarburos del artículo 19 Nº 25; (iii) acceso a las aguas del artículo 19 Nº 24.

			6. Derecho de propiedad general 

			El artículo 19 Nº 24 de la Constitución consta de once incisos, los cinco primeros referidos al derecho de propiedad general; entre el 6º y el 10º inciso trata sobre el derecho de propiedad minera y en el último acerca del derecho de propiedad sobre las aguas.

			Los titulares del derecho de propiedad son todas las personas naturales y jurídicas, nacionales o extranjeras, domiciliadas o no en Chile, tengan o no la calidad de residentes o se encuentren de paso. La Constitución no define en qué consiste el derecho de propiedad. Las definiciones se encuentran en el Código Civil. El artículo 582 lo define como un derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella arbitrariamente; no siendo contra la ley o contra derecho ajeno. La propiedad separada del goce se llama nuda propiedad. El artículo 583 establece que sobre las cosas incorporales hay también una especie de propiedad. Así el usufructuario tiene la propiedad de un derecho de usufructo. 

			El Tribunal Constitucional ha fallado que fue el hecho de celebrar el contrato de adquisición de acciones preferentes lo que determinó indefectiblemente la incorporación al patrimonio de los accionistas de los derechos establecidos en la legislación vigente a la época de su adquisición y su incorporación inmediata de un derecho patrimonial protegido por el artículo 19 Nº 24.18   El tribunal también determinó que los afiliados tienen un derecho de dominio sobre los fondos que ingresan en su cuenta de capitalización individual.19   

			La disposición constitucional establece una reserva legal en el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y de las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social. La reserva legal excluye la posibilidad de hacerlo mediante la potestad reglamentaria u otra vía. El Tribunal Constitucional ha señalado que la posesión de un bien de propiedad de una persona, de alguno de los atributos o alguna de las facultades esenciales del dominio, solo puede realizarse del modo, en la forma y cumpliendo los requisitos que la propia Constitución establece.20   

			A la ley también le corresponde establecer las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social. El legislador no está facultado para privar o quitar la propiedad a su titular en virtud de la función social. El legislador puede invocar para justificar las limitaciones y obligaciones cualquiera de los cinco motivos, siendo esta una enunciación taxativa. Estos motivos son los intereses generales de la nación, la seguridad nacional, la utilidad pública, la salubridad pública y la conservación del patrimonio ambiental. 

			El Tribunal Constitucional ha señalado que dentro del inciso 2º del Nº 24 debe diferenciarse claramente el precepto de que solo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad del que establece que es el legislador, quien debe determinar las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social. En estos casos, al no exigir quó rum o mayoría especial, la ley aplicable para estos efectos es de carácter común.21   En el caso de las playas, el mismo tribunal sostuvo que dado que las playas son bienes nacionales de uso público, en razón de la función social el legislador puede regular el acceso a ellas, a través de los predios colindantes. El legislador no puede privar del derecho de dominio y de sus atributos esenciales o hacer ilusorio el ejercicio del derecho por las limitaciones que impone.22  

			La Constitución requiere que la privación de cualquiera de los atributos y facultades esenciales del dominio solo pueda ser efectuada mediante expropiación ajustada a la Constitución y la ley. La privación debe ser hecha por una ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o por motivo de interés nacional. Para expropiar primero se necesita dictar una ley; en segundo lugar, la ley debe autorizar la ejecución de una o más expropiaciones; en tercer lugar, la ley debe ser dictada por utilidad pública o el interés nacional y, en cuarto lugar, debe determinar que las cualidades de los bienes que se expropian estén dentro de las causales de utilidad pública o de interés nacional. 

			La expropiación es definida por José Luis Cea de la siguiente manera: “Es un acto de la autoridad administrativa competente fundado en una ley que lo autoriza, en virtud del cual priva del dominio del bien sobre el cual recae ese derecho o de alguno de sus atributos o facultades esenciales, por causa de utilidad pública o de interés nacional, con sujeción a un procedimiento legalmente determinado y pagando al expropiado la indemnización justa”.23  

			En la expropiación se puede distinguir una primera fase que corresponde al legislador; una segunda que es de la competencia del órgano administrativo competente y una tercera etapa confiada al juez. La fase legislativa se cumple ejecutando las funciones propias de la reserva y por lo tanto es indelegable. Primero se debe dictar la ley que califica la causal de expropiación sea de utilidad pública o de interés nacional. La ley debe en segundo lugar autorizar la expropiación facultando a cada autoridad administrativa a ejecutar lo dispuesto por el legislador. En la fase administrativa debe habilitarse a algunos órganos de la administración a realizar la expropiación. En virtud de la ley de expropiación urbana están facultados los Ministerios de Obras Públicas, el de Vivienda y Urbanismo y las municipalidades. El objeto de la fase administrativa es llevar a efecto lo dispuesto en la habilitación legal. La tercera fase judicial es aleatoria pues dependerá de si el expropiante y el expropiado actuaron de común acuerdo. Los jueces deben tramitar los reclamos sobre un acto administrativo expropiatorio, conocer también los reclamos en relación con el monto y pago de indemnizaciones y conocer del trámite de posesión material del bien expropiado. Por cierto, siempre procede el recurso de protección en contra de un acto expropiatorio arbitrario e ilegal. 
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